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a) Relación de facturas o documentos equivalentes, registrando el número, fecha, can-
tidad, especiicación del bien y valor de la operación;

b) Asociar a las facturas o documento equivalente de que trata el literal anterior, los 
documentos de remisión, recepción y certiicado de revisor iscal o contador peblico, para 
el caso de las ventas de que trata el literal b) del artículo 5º de este decreto.

Artículo 5º. Tratamiento a las ventas realizadas desde el resto del territorio nacional. 
Para efectos de las ventas realizadas desde el resto del territorio nacional que estén dirigidas 
al municipio de Mocoa, los proveedores deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Acreditar que la venta se efectuó a un responsable del Régimen Común o a una per-
sona perteneciente al Régimen Simpliicado del impuesto sobre las ventas, inscrito en el 
Registro Único Tributario (RUT), que a la fecha de entrada en vigencia del presente decreto 
se encuentre domiciliado o tenga establecimiento de comercio en el municipio de Mocoa, 
para lo cual deberá exigirle la entrega de una copia del mismo;

b) Comprobar que las mercancías vendidas se trasladaron físicamente al municipio de 
Mocoa, mediante guía de transporte, factura del servicio de transporte de carga y documento 
de recepción de la mercancía.

Artículo 6º. Incumplimiento. El incumplimiento de las condiciones y requisitos estable-
cidos en el presente decreto dará lugar a la pérdida del beneicio al que se reiere el artículo 
1º. Por consiguiente, habrá lugar al pago del impuesto sobre las ventas a la tarifa aplicable 
a los respectivos bienes enajenados y a la imposición de la sanción por inexactitud con-
templada en el Estatuto Tributario, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar.

Artículo 7°. Tratamiento en la retención en la fuente. Las personas jurídicas contribuyentes 
del Impuesto sobre la Renta y Complementarios que con anterioridad a la declaratoria de 
Emergencia se encuentren domiciliados o tengan establecimiento de comercio en el muni-
cipio de Mocoa, tendrán para los periodos gravables 2017 y 2018 una tarifa de retención 
en la fuente y autorretención a título del Impuesto de Renta del 0%.

Artículo 8°. Tratamiento en el impuesto sobre la renta. Las personas jurídicas contri-
buyentes del Impuesto sobre la Renta y Complementarios que con anterioridad a la decla-
ratoria de Emergencia se encuentren domiciliados o tengan establecimiento de comercio 
en el municipio de Mocoa, tendrán para el periodo gravable 2018 una tarifa del impuesto 
sobre la renta del 0%.

Artículo 9°. Procedimiento y control para la retención en la fuente. Para efectos de lo 
dispuesto en el artículo 7° del presente decreto deberá seguirse el siguiente tratamiento:

1. Las personas jurídicas de que trata el artículo 7° deberán acreditar al agente retenedor 
las condiciones establecidas en la ley mediante certiicado suscrito por el representante legal 
de la empresa cuando esta corresponda a persona jurídica, en el que haga constar bajo la 
gravedad del juramento, que cumple todos los requisitos exigidos en la ley y los reglamentos, 
anexando certiicado de la Cámara de Comercio en el que se constate la fecha del inicio de 
su actividad económica empresarial y que se encuentra ubicado en el municipio de Mocoa, 
la fecha de inscripción en el Registro Mercantil o su renovación y/o copia del RUT.

2. Al momento de facturar la operación sujeta a retención, deberá indicarse en la factura 
a través de cualquier medio electrónico, sello o anotación mediante una leyenda que indique: 
“No sujeto a retención –Decreto 731 de 2017–”.

Sin perjuicio de lo anterior, la DIAN de conformidad con lo establecido en el artículo 
651 del Estatuto Tributario, podrá solicitar a los agentes retenedores los soportes en donde 
se constate el cumplimiento de los requisitos de este decreto.

En caso tal en que no se demuestre el cumplimiento de los mismos, aplicará el régimen 
previsto en los artículos 370 y 371 del Estatuto Tributario.

Artículo 10. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 5 de mayo de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro del Interior,

Juan Fernando Cristo Bustos.

La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Enrique Gil Botero.

El Ministro de Defensa Nacional,

Luis Carlos Villegas Echeverri.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Aurelio Iragorri Valencia.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Alejandro Gaviria Uribe.

La Ministra de Trabajo,

Clara Eugenia López Obregón.

El Ministro de Minas y Energía,

Germán Arce Zapata.

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

María Claudia Lacouture.

La Ministra de Educación Nacional,

Yaneth Giha Tovar.

El Viceministro de Ambiente, encargado de las funciones del Despacho del Ministro 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Carlos Alberto Botero López.

La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Elsa Margarita Noguera de la Espriella.

El Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

David Luna Sánchez.

El Ministro de Transporte,

Jorge Eduardo Rojas Giraldo.

La Ministra de Cultura,

Mariana Garcés Córdoba.

DECRETO NÚMERO 732 DE 2017

(mayo 5)

por el cual se dictan medidas transitorias para contribuir al fortalecimiento de la solida-
ridad y la economía social, y conjurar la Emergencia Económica, Social y Ecológica en 

el municipio de Mocoa, departamento del Putumayo.

El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial de las consagradas en el artículo 215 de la Constitución Política y en 
desarrollo de lo previsto en el Decreto 601 de 2017,

CONSIDERANDO:

Que mediante Decreto 601 del 6 de abril 2017 el Presidente de la República declaró el 
estado de emergencia económica, social y ecológica en el municipio de Mocoa, departamento 
de Putumayo, tanto en el área urbana como en la rural, por el término de treinta (30) días 
calendario contados a partir de la vigencia de dicho decreto;

Que en función de dicha declaratoria, y con sustento en las facultades señaladas por 
el artículo 215 de la Constitución, corresponde al Gobierno nacional, en desarrollo del 
estado de emergencia económica, social y ecológica, adoptar las medidas necesarias para 
conjurar la crisis entre ellas, el de contribuir a la reconstrucción y el desarrollo sostenible 
del municipio de Mocoa a través de la solidaridad y la economía social que promueven 
las organizaciones de economía solidaria para sus asociados y la comunidad en general;

Que, como resultado de los hechos que dieron lugar a la declaratoria de emergencia, es 
previsible que las actividades económicas en la zona impactada sufran una lenta recuperación, 
por lo que es necesario generar nuevas fuentes de apoyo inanciero y social para la región;

Que las organizaciones del sector de la economía solidaria han aportado signiicativa-
mente al desarrollo de las actividades sociales y económicas del municipio de Mocoa, al 
punto que cuenta con más de 11.000 asociados, muchos de los cuales resultaron afectados 
por la tragedia;

Que, en aras de viabilizar el uso de los recursos de que disponen las organizaciones de 
economía solidaria que tienen presencia en las zonas afectadas, se hace necesario autorizar 
por una sola vez a estas organizaciones para hacer traslados entre sus fondos legales, per-
mitiéndoles nutrir aquellos que tienen por vocación las labores de solidaridad, para que a 
través de estos última se desarrollen medidas efectivas de superación de la crisis;

Que de acuerdo con la normativa vigente, el Fondo de Solidaridad se caracteriza por ser 
un instrumento a través del cual se presta auxilio a los asociados de las organizaciones de 
economía solidaria en caso de calamidad doméstica, para servicios médicos, hospitalarios y 
quirúrgicos al asociado o sus familiares, servicios funerarios y de exequias, contribuciones 
y obras de desarrollo sostenible del medio ambiente y de la comunidad, donaciones oca-
sionales frente a calamidades o a hechos que generen catástrofes o perjuicios colectivos en 
el entorno de la organización solidaria, entre otros; de acuerdo con la reglamentación que 
expida el órgano de administración competente;

Que entre los fondos legalmente dispuestos para las organizaciones de economía solidaria, 
los recursos del Fondo de Educación podrían ayudar a solventar transitoriamente activida-
des de solidaridad ejecutables a través del Fondo de Solidaridad, en beneicio exclusivo de 
los asociados y familiares de estos declarados oicialmente damniicados por la tragedia;
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Que conjuntamente es necesario adoptar medidas para veriicar y realizar seguimiento 
sobre la adecuada ejecución de los recursos por parte de las organizaciones, sus órganos 
de administración y de vigilancia, con el in de delimitar y cuidar el estricto cumplimiento 
de los recursos y garantizar la protección de todos los asociados;

Que en la Sentencia C-226 de 2011, la Corte Constitucional expresó que el principio 
de temporalidad se tiene por satisfecho en cuanto la medida de excepción tenga una dura-
ción limitada de acuerdo con las exigencias de la situación, de manera que su vigencia no 
implique la institucionalización de los regímenes de excepción; por lo tanto, en desarrollo 
del estado de emergencia, es procedente adoptar medidas cuya vigencia exceda el término 
de tal declaratoria;

Que la aprobación democrática del traslado de recursos, la deinición de los proyectos 
a los cuales estos serán destinados, su ejecución y seguimiento, así como las demás ac-
tividades a realizar por las organizaciones de la economía solidaria y las facultades para 
impartir instrucciones que se otorguen al órgano de inspección, control y vigilancia de las 
organizaciones, requerirán de habilitar un tiempo adicional suiciente, pero inmediato, para 
su desarrollo;

Que en tanto la autorización que se concederá para el traslado de recursos entre el fondo 
de educación y el fondo de solidaridad es excepcional, y está limitada en el tiempo por las 
exigencias particulares del proceso decisorio de las organizaciones de economía solidaria, 
se tiene por cumplido el requisito de temporalidad;

Que en mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Autorícese, por una sola vez y hasta el 31 de julio de 2017, a las 
organizaciones de economía solidaria domiciliadas o con asociados declarados oicialmente 
damniicados por el desastre en el municipio de Mocoa, el traslado de hasta el 50% del saldo 
registrado a la fecha de expedición del presente decreto ley en el Fondo de Educación, al 
Fondo de Solidaridad, de los que trata el inciso 1° del artículo 54 de la Ley 79 de 1988, 
para que con estos recursos puedan cubrir el pago de actividades de solidaridad para sus 
asociados damniicados y para los familiares de estos que también hayan sido declarados 
damniicados. En ningen caso serán objeto de este traslado los excedentes del ejercicio de 
la vigencia 2017.

Artículo 2°. Aprobación e informe previo. Para el traslado de Fondos se deberá contar 
con la aprobación previa de la asamblea general de la respectiva organización. De la decisión 
tomada por la asamblea se dará informe por parte del representante legal de la entidad a la 
Superintendencia de la Economía Solidaria.

Al informe de aprobación de la asamblea general, se acompañará copia del acta de la 
asamblea y la propuesta detallada de la utilización de recursos, en la que se incluya el monto 
y porcentaje de recursos del Fondo de educación que se aprobó trasladar. Esta propuesta 
y porcentajes deberán también ser objeto de aprobación previa de la asamblea general.

Artículo 3°. Destinación de los recursos. Los recursos que se trasladen al Fondo de 
Solidaridad en ejercicio de lo previsto en el presente Decreto, se destinarán exclusivamente 
a cubrir actividades de solidaridad en beneicio de los asociados declarados oicialmente 
damniicados y los familiares de estos que también cuenten con tal declaratoria, conforme 
los eventos y requisitos previstos en el numeral 2.1.2.1 de la Circular Básica Contable y 
Financiera de la Superintendencia de la Economía Solidaria.

Parágrafo 1°. Dentro de los 10 días hábiles siguientes a la expedición del presente decreto, 
la Superintendencia de la Economía Solidaria impartirá un instructivo en el que, de acuerdo 
con las reglas previstas en el presente decreto, ije los requisitos mínimos para efectuar el 
traslado de Fondos, los reportes de información a presentar por las organizaciones, forma 
del reporte y su periodicidad, y la forma de publicación o divulgación entre los asociados 
y el peblico en general de la información de los proyectos a realizar.

Parágrafo 2j. Las organizaciones que hagan uso de la autorización a la que se reiere 
este decreto realizarán como mínimo los siguientes reportes de información sobre la ejecu-
ción de los proyectos a la Superintendencia de la Economía Solidaria: a) un reporte inicial 
dentro de los 30 días hábiles siguientes a la fecha de expedición del presente decreto, b) 
un reporte periódico el eltimo día hábil de cada mes, y c) un reporte inal, que se realizará 
una vez agotados los recursos trasladados.

Artículo 4°. Responsabilidad. Los órganos de administración y vigilancia de las organi-
zaciones de economía solidaria serán responsables de la adecuada ejecución y seguimiento 
de los recursos del Fondo de Solidaridad, de acuerdo con los principios del cooperativismo, 
así como de garantizar que se mantengan en el Fondo de Educación recursos suicientes 
para atender programas y actividades propios de este Fondo.

Artículo 5°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 5 de mayo de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro del Interior,

Juan Fernando Cristo Bustos.

La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Ángela Holguín.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Enrique Gil Botero.

El Ministro de Defensa Nacional,

Luis Carlos Villegas Echeverri.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Aurelio Iragorri Valencia.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Alejandro Gaviria Uribe.

La Ministra de Trabajo,

Clara Eugenia López Obregón.

El Ministro de Minas y Energía,

Germán Arce Zapata.

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

María Claudia Lacouture.

La Ministra de Educación Nacional,

Yaneth Giha Tovar.

El Viceministro de Ambiente, encargado de las funciones del Despacho del Ministro 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Carlos Alberto Botero López.

La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Elsa Margarita Noguera de la Espriella.

El Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

David Luna Sánchez.

El Ministro de Transporte,

Jorge Eduardo Rojas Giraldo.

La Ministra de Cultura,

Mariana Garcés Córdoba.

DECRETO LEY 733 DE 2017

(mayo 5)

por el cual se dictan disposiciones en materia presupuestal para hacer frente a la 
emergencia económica, social y ecológica en el municipio de Mocoa, departamento de 
Putumayo, a través de la modiicación del Presupuesto General de la Nación para la 

vigencia iscal de 2017 y se efectúa la correspondiente liquidación.

El Presidente de la Repeblica de Colombia, en ejercicio de las facultades que le coniere 
el artículo 215 de la Constitución Política, en concordancia con la Ley 137 de 1994 y en 
desarrollo de lo dispuesto por el Decreto 601 de 2017, y

CONSIDERANDO:

Que mediante el Decreto 601 de 2017, se declaró el Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica en el municipio de Mocoa, tanto en el área urbana, como en la rural, por 
las razones allí expuestas, relacionadas con los daños ocasionados por el desastre natural 
ocurrido en dicho municipio el 31 de marzo de 2017;

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 215 de la Constitución Política, a partir de 
la declaratoria del Estado de Emergencia, el Presidente, con la irma de todos los ministros, 
podrá dictar decretos con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a 
impedir la extensión de sus efectos;

Que de conformidad con lo anterior, el artículo 3° del Decreto 601 de 2017 dispuso 
que el Gobierno nacional también dispondrá las operaciones presupuestales necesarias para 
llevar a cabo las referidas medidas;

Que mediante la Ley 1815 de 2016 se expidió el Presupuesto de Rentas y Recursos de 
Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia iscal del 1j de enero al 31 de diciembre 
de 2017;

Que dado que las apropiaciones incluidas en la Ley 1815 de 2016 resultan insuicientes 
para conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos, se hace indispensable esta-
blecer disposiciones especiales inmediatas para destinar transitoriamente algunas rentas y 
reasignar otras existentes;

Que asimismo se hace necesario adoptar medidas que contengan las autorizaciones 
de gasto que permitan la ejecución de los recursos correspondientes, siendo indispensable 
realizar modiicaciones a la Ley 1815 de 2016;

Que el artículo 83 del Estatuto Orgánico del Presupuesto faculta al Gobierno nacional 
para atender los gastos ocasionados por los estados de excepción, efectuando los créditos 
adicionales y traslados al Presupuesto General de la Nación a que haya lugar;

Que el artículo 67 del Estatuto Orgánico del Presupuesto faculta al Gobierno nacional 
para dictar el Decreto de Liquidación del Presupuesto General de la Nación, el cual se 
acompaña con un anexo que contiene el detalle del gasto;

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Contracréditos al presupuesto de gastos o ley de apropiaciones. Efectúan-
se los siguientes contracréditos en el Presupuesto General de la Nación para la vigencia 
iscal de 2017, en la suma de quince mil novecientos noventa y dos millones de pesos 
($15.992.000.000) moneda legal, según el siguiente detalle:
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